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En esta cuarta edición, relevamos lo que ha 
sido el centro de nuestra preocupación 
institucional: la consideración de los niños y 
niñas como personas plenas, titulares de 
todos los derechos.

Ello, en principio, parece una obviedad. Sin 
embargo, a 30 años de la ratificación de la 
Convención de los Derechos del Niño, 
continuamos sin asumir ese compromiso en 
toda su dimensión y con todos los efectos 
que ello tiene. 

En el marco del proceso constituyente, nos 
parece fundamental insistir en una 
conceptualización profunda sobre qué 
significa que niños y niñas sean titulares de 
derechos y cuáles son las brechas que aún 
nos quedan por abordar, para tener un 
sistema normativo que lo haga efectivo y, 
también, contar con una comunidad que sea 
protectora y defensora de los derechos 
humanos de la niñez y la adolescencia.

La tarea aún es ardua. Situarlos al centro de 
la preocupación estatal y social es una 
necesidad urgente. Erradicar todas las 
violencias hacia ellos y ellas, garantizar el 
goce efectivo del derecho a la vida y el 
desarrollo, a la educación, a la salud, a la 
vivienda digna, al juego y la recreación, son 
mínimos indispensables para una democracia 
que los incluya realmente. Este número es 
una reflexión sobre ello y de los caminos 
que debemos seguir haciendo para lograrlo. 

Editorial

Milagros Nehgme
Directora Ejecutiva de 
Corporación Opción

“En el marco del proceso 
constituyente, nos parece 

fundamental insistir en 
una conceptualización 

profunda sobre qué 
significa que niños y niñas 
sean titulares de derechos 

y cuáles son las brechas 
que aún nos quedan por 

abordar”.

Editorial | Milagros Nehgme
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Todos los derechos para todos los niños, 
niñas y adolescentes.
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Por Equipo NOesMENOR

NIÑOS, NIÑAS Y ADOLESCENTES: EL LARGO 
CAMINO HACIA EL RECONOCIMIENTO



Reportaje
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En 2017 se aprobó la creación de la Subsecretaría del Niñez, dependiente del Ministerio de 
Desarrollo Social y Familia; en 2018 se creó la Defensoría de la Niñez; en enero de 2019 se 
incorporaron las primeras modificaciones a la Ley 20.032 con estándares más exigentes para el 
sistema residencial; y en enero de 2021 se promulgó la ley que crea el Servicio de Protección 
Especializada de la Niñez, el cual reemplazará al Servicio Nacional de Menores (SENAME). 

Sin duda, el fortalecimiento institucional del que hemos sido testigos, es muy importante para la 
generación de políticas públicas con enfoque de infancia que permitan cumplir con la 
responsabilidad del Estado de garantizar efectivamente los derechos de niños, niñas y adolescentes; 
que hasta hoy han faltado. Con todo, siguen quedando asuntos no menores en el tintero. Uno de 
ellos es la condición de titulares de derechos de niños y niñas. ¿Qué significa? ¿Qué implicancias 
tiene? ¿Por qué es relevante abordarlo? Con este reportaje, queremos abordar algunas de estas 
interrogantes. 

Durante los últimos cinco años, las materias sobre niñez 
han ocupado muchas portadas, reportajes, informes y 
acuerdos políticos. Y en buena hora. Luego de 30 años de 
la ratificación de la Convención de los Derechos del Niño 
(CDN), las deudas del Estado con niños, niñas y 
adolescentes, pese a los aparentes consensos en su 
necesidad, siguen siendo muy profundas.

El efectivo reconocimiento como deuda 
pendiente

 

En el inicio de un segundo año bajo la crisis 
sanitaria provocada por COVID-19, que 
mientras se escribe este artículo tiene a casi a 
dos tercios del país en cuarentena, es 
indispensable seguir visibilizando materias 
sustantivas, especialmente cuando la 
pandemia ha hecho más evidente aquellas 
cosas que hace ya varios años estaban en la 
discusión pública. Una de ellas, dice relación 
con la titularidad de derechos de niños, niñas 
y adolescentes. Qué significa y cómo se 
materializa, es crucial para avanzar en esta 
conversación.

Ester Valenzuela, Abogada especialista en 
infancia, Directora Ejecutiva del Centro 
Iberoamericano de los Derechos del Niño, 
CIDENI, es categórica en afirmar que ello 
“significa que poseen un estatus jurídico (…) 
un atributo que radica en la dignidad humana 
de ser personas”. Enfatiza que, si bien hablar 
de ello “se ha transformado casi en un lugar 
común, su relevancia es absolutamente 
significativa porque esa titularidad de 
derechos implica que son acreedores de la 
protección del derecho (…) y se materializa, 
no desde la necesidad o la situación irregular, 



como en un modelo tutelar, sino desde la 
protección integral”.

Por su parte, Dinka Benítez, Abogada experta 
en derechos humanos y consultora 
internacional; indica “que los niños, niñas y 
adolescentes sean titulares de derechos, 
quiere decir que son personas iguales a mí y 
que, por tanto, como sociedad debemos 
reconocerles los mismos derechos que se le 
reconocen a cualquier persona: derecho a la 
identidad, derecho a reunión, derecho a la 
libertad de expresión, entre otros”. 

En principio, nuestra legislación actual 
cumple, en parte, con ese requisito. La 
Constitución le reconoce muchos de esos 
derechos a todas las personas, sin hacer 
distinción a si es o no mayor de edad. Sin 
embargo, cuando se trata de ejercerlos, se 
generan controversias, ¿Pueden los niños y 
niñas reunirse pacíficamente o expresarse 
libremente sin la autorización de sus padres y 
madres? O bien, ¿Debe el Estado regular la 
relación de los niños y niñas con sus padres y 
madres, si les reconoce a éstos el derecho 

deber preferente a educarlos?

Mauricio Carreño, Jefe de la División de 
Promoción y Prevención de la Subsecretaria 
de la Niñez, señala “que los niños, niñas y 
adolescentes sean sujetos de derechos, 
implica que son actores sociales relevantes 
con derecho a la protección de su bienestar 
integral”; agrega que “han sido relegados 
históricamente en una suerte de asimetría 
cultural en la relación con los adultos, lo que 
ha significado la ‘invisibilización’ de la niñez 
como sujetos con necesidades, intereses y 
formas de comunicación particulares”. 

Según la Abogada de Corporación Opción, 
Camila de la Maza, “lo que hoy nos ocurre, 
en definitiva, es una crisis de reconocimiento 
donde las niñeces no se han podido sentar a 
la mesa de la democracia. Eso, a estas alturas, 
es insostenible. Las y los adultos debemos 
renunciar a una cuota de poder y reconocer 
a los niños, niñas y adolescentes como 
personas con titularidad, intereses, opiniones 
y demandas que no pueden seguir 
esperando”.
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Priorizar: ¿Por dónde partimos?
Cuando pensamos en qué aspectos 
debemos priorizar respecto a la titularidad de 
derechos de niños, niñas y adolescentes, es 
difícil tener una sola respuesta. De hecho, 
Ester Valenzuela sostiene que la premisa 
inicial, tal como lo afirma Emilio García 
Méndez es: “todos los derechos, para todos 
los niños”. Sin embargo, en su opinión, el 
Comité de los Derechos del Niño precisó de 
manera acertada los contenidos 
fundamentales de la Convención como 
mandato para los Estados: el interés superior 
del niño, el derecho a la vida y la 
supervivencia, el derecho a la igualdad y no 
discriminación; y el derecho a ser oído y 
participar.

Por otro lado, Valenzuela enfatiza en relación 
a la priorización, que “la protección de 
derechos que debe brindar el Estado, 
requiere de mecanismos de exigibilidad. No 
basta su mera declaración, sino que estos 
deben ser acompañados de mecanismos que 
los hagan exigibles. Esto implica normas, 
políticas públicas, programas, instituciones, 
recursos a través de presupuestos 
adecuados, recursos humanos, financieros, 
de información etc., y también el monitoreo 
y seguimiento de dichas políticas y 
programas”.

Entre las problemáticas que se han relevado 
producto de la pandemia, es la violencia que 
sufren niños y niñas y los masivos 
confinamientos la han puesto de manifiesto. 
Ello, era una realidad que desde hace mucho 
tiempo estaba siendo visibilizada en las cifras. 
Según UNICEF, el 71% de los niños, 

reconoce haber sido víctima de alguna forma 
de maltrato. Más recientemente, según la 
ELPI 2017, el 62,5% de los niños y niñas 
reciben métodos violentos de disciplina de 
parte de sus cuidadores principales. A la 
fecha, es altamente probable que estos 
números hayan aumentado, cuando jardines, 
escuelas y liceos, que son en espacios de 
protección y visibilización de este tipo de 
problemas, se encuentran cerrados.

Dinka Benítez indica, en este sentido, que “es 
prioritario reconocer y proteger 
urgentemente el derecho de los niños, y en 
especial de las niñas y adolescentes, a una 
vida libre de violencia”, pues esta tiene 
secuelas muy profundas en sus trayectorias 
vitales que luego impiden su pleno 
desarrollo. Así lo han planteado diversos 
organismos internacionales agrupados en 
‘INSPIRE, Siete estrategias para la 
erradicación de la violencia contra los niños, 
niñas y adolescentes’.

En este marco, según lo refiere Valenzuela, el 
desafío que tiene el Estado para el verdadero 
reconocimiento de la calidad de titulares de 
derechos de las infancias es muy grande y 
por lo mismo, muy urgente. 

“La protección de derechos 
que debe brindar el Estado, 
requiere de mecanismos de 

exigibilidad. No basta su 
mera declaración(...)”.

Ester Valenzuela
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Dinka Benítez remarca también que “a corto 
plazo, creo que se debe priorizar y garantizar 
el derecho a participación de niños, niñas y 
adolescentes. Esto porque sin participación 
difícilmente las cosas cambiarán. Pero ello no 
significa que los niños, niñas y adolescentes 
hablen, dibujen o se les invite a conocer 
alguna institución pública. La participación de 
niños, niñas y adolescentes debe ser pensada 
en todas las esferas de la vida y para ello el 
Estado y las familias deben entregarles y 
permitirles acceder a información que les 
permita identificarse como personas 
autónomas con opinión e ideas propias”.

Por su parte Mauricio Carreño indica que, al 
ser los derechos indivisibles, se hace difícil 
priorizar uno de ellos en particular. Por eso 
que tanto el Estado, sus instituciones, así 
como las organizaciones que trabajen con 
niños, niñas y adolescentes deben tener 
como pilar la Convención en su sentido 
integral, teniendo en consideración los 
principios rectores que son el principio de 
igualdad y no discriminación; el interés 
superior del niño o niña; el derecho a la vida, 
supervivencia y desarrollo; y, por supuesto, el 
derecho a opinión. 

Deudas y avances
Respecto a los avances y deudas en relación 
a los derechos de la niñez, para Ester 
Valenzuela las principales deudas serían no 
contar con un Sistema de Protección Integral, 
fundado en una Ley de Garantías de la 
Niñez, además de carecer de un piso de 
protección social en materia de infancia y 
familia, enfatizando que “mientras no 
tengamos un sistema de protección social, un 
Estado que garantice derechos sociales y 

“Al niño o niña no le 
interesa si quien lo atiende 
es funcionario dependiente 

del Estado o de un 
colaborador. Lo que le 

importa es poder recibir la 
mejor atención y es ahí 
donde debiéramos estar 
poniendo la atención”.

Dinka Benítez

económicos en materia de infancia, será difícil 
garantizar el pleno goce y ejercicio de estos 
derechos”. Para ella, otra de las deudas más 
graves y dolorosas de parte del Estado es 
con los niños, niñas y adolescentes que se 
encuentran privados de cuidado familiar. 

Mauricio Carreño señala que “se debe 
considerar la gran oportunidad que tenemos 
actualmente de diseñar y poner en vigencia 
los instrumentos jurídicos, reglamentarios y 
programáticos del Nuevo Servicio de 
Protección Especializada, dando real y 
especial protección a aquellos niños, niñas y 
adolescentes que han visto vulnerados sus 
derechos en sus entornos más próximos, 
asegurando la restitución de estos derechos y 
la restitución del bienestar integral de ellos”. 
El Jefe de la División de Promoción y 
Prevención de la Subsecretaria de la Niñez, 
agrega también que se deben subsanar 
aquellas observaciones que el mismo Comité 
de los Derechos del Niño ha ido levantando 
a nuestro país, entre ellas la promulgación de 
la Ley de Protección Integral; la 
incorporación de mecanismos de articulación 
intersectorial; la creación de un sistema 
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integrado de información, el cual se ha 
avanzado a través del Sistema Alerta Niñez; 
la reforma al sistema de protección 
especializada, entre otras que desde 2015 a 
la fecha se han ido revisando y trabajando. 
Por último, nos indica que existe una gran 
deuda en relación a los mecanismos de 
participación efectiva de la niñez en los temas 
de su interés. 

“El Estado tiene muchas deudas, eso se sabe. 
Sin embargo, creo que la mayor deuda que 
tiene con los niños, niñas y adolescentes es 
no haber creado instituciones que funcionen 
y sean parte de un sistema integral y 
coherente”, plantea Dinka Benítez. La 
especialista agrega que un sistema integral y 
coherente debe ser capaz de coordinar las 
instituciones para favorecer las mejores 
condiciones en educación, salud física, salud 
mental y entretención de aquellos niños, 
niñas y adolescentes que viven con sus 
familias. Así como también debe ser 
especializado para la protección de niños, 
niñas y adolescentes que ocasional o 
permanentemente viven o asisten a 
programas del Estado o de colaboradores de 
este. “Al niño o niña no le interesa si quien lo 
atiende es funcionario dependiente del 

Estado o de un colaborador. Lo que le 
importa es poder recibir la mejor atención y 
es ahí donde debiéramos estar poniendo la 
atención”, enfatiza.

Uno de los temas que se repite 
constantemente, desde la voz de los 
expertos y expertas, es la necesidad de 
trabajar desde la transversalización del 
enfoque de derechos, considerando su 
integralidad en todo momento. 

En esta línea, Carreño plantea el rol que 
tiene el Estado como garante de los 
derechos de niños, niñas y adolescentes, 
destacando que el esfuerzo se ha hecho 
principalmente a partir de la creación de 
institucionalidad especializada en temas de 
niñez, como la Subsecretaría, la Defensoría y 
el Nuevo Servicio de protección 
especializada. Menciona también los 
compromisos y esfuerzos intersectoriales 
que se han tomado como Estado, a través de 
la Política Nacional de Niñez y Adolescencia 
(2015-2025) y su Plan de Acción (2018 – 
2025). Junto con lo anterior, menciona otras 
políticas públicas relacionadas, tales como: el 
Subsistema de Protección a la Infancia, Chile 
Crece Contigo o el trabajo en prevención 

Reportaje
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que se está haciendo hoy día con el Piloto de 
las Oficinas Locales de la Niñez. 

Con todo, Camila de la Maza indica que ha 
costado mucho que los tomadores de 
decisiones, tanto desde el poder ejecutivo, 
como los integrantes del poder legislativo, 
comprendan que el reconocimiento de los 
niños, niñas y adolescentes como titulares y 
la necesidad de contar con garantías efectivas 
para el ejercicio de los derechos, es una 
medida de carácter universal y no solo para 
aquellos que han sufrido graves 
vulneraciones. “Las autoridades de todos los 
poderes del Estado, no están pensando en 
sus hijos, nietos o sobrinos. Miran esta 
discusión con mucha distancia y todavía con 
una lógica que el Estado solo debe intervenir 
en subsidio de la familia y no como real 
garante. Esto impide avanzar en términos 
más sustantivos”.

Como ya se mencionó, al analizar el 
cumplimiento efectivo de la aplicación de la 
Convención de Derechos del Niño, Ester 
Valenzuela señala la necesidad de contar, en 
primer lugar, con una verdadera voluntad 
política, que exista un enfoque de derechos 
humanos, una respuesta multisistémica que 
obligue a la articulación de instituciones y que 
cuente, por cierto, con presupuestos 
adecuados. 

Mauricio Carreño señala que para que exista 
un verdadero reconocimiento de los niños, 

El camino hacia el 
reconocimiento 
efectivo de derechos

niñas y adolescentes como sujetos de 
derecho, se debe poner el acento en lo 
necesario y fundamental que es la  
promoción y prevención, apoyados de los 
medios de comunicación, la sociedad civil 
organizada y la ciudadanía, con el fin de 
establecer no solo una normativa que 
imponga obligaciones, sino también, una 
forma de relación entre las y los adultos y los 
niños, niñas y adolescentes, que los 
reconozca como sujetos plenos, con 
autonomía progresiva y que los incluya en 
todos aquellos temas que les involucran.

El enfoque integral, requiere del necesario 
protagonismo del Estado en su deber como 
garante y de ente protector de los derechos 
de los niños, niñas y adolescentes, siendo el 
actor clave que debe encabezar estos 
cambios normativos, culturales e 
institucionales. Como lo plantea la 
Observación General n°13 del Comité de 
Derechos del Niño (CDN), el contar con 
sistemas nacionales de protección de la niñez 
eficaces, resulta fundamental. Lo anterior no 
sólo significa contar con leyes, sino también 
con una estructura dinámica que impulse la 
comunicación entre diversos actores que 
garanticen, promuevan y resguarden una vida 
adecuada para niños y niñas. 

Desde ahí surge la importancia de contar con 
un Estado que pueda articular la respuesta 
pública, además de una Ley de Garantías y 
de Protección Integral de la Niñez y 
Adolescencia que entregue efectivamente el 
contenido, marco y estructura que permita 
que los niños y niñas puedan crecer y 
desarrollarse en entornos no violentos y 
protectores de su bienestar, logrando así un 
adecuado nivel de desarrollo.

12
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Las Constituciones -esto es lo que solemos 
escuchar- son pactos intergeneracionales. Una 
Constitución tiene la pretensión de perdurar 
en el tiempo y, por ello, esta idea de pacto 
intergeneracional suele esgrimirse para 
justificar que una generación (la nuestra) 
pueda atar con sus disposiciones 
constitucionales a otra (la futura), u otras, o 
varias futuras. De un tiempo a esta parte, esta 
idea -la de Constituciones como pactos 
intergeneracionales- suele invocarse, además, 
no solo para tratar de justificar que una 
generación pueda atar a otra. Sino que, cosa 
muy diferente, para advertir las 
responsabilidades que una generación, la 
nuestra, tiene para con otra, la futura. 

El denominado constitucionalismo verde es 
una manifestación de esta segunda dimensión. 
Así, las disposiciones que hoy acordamos en 
materia de protección del medio ambiente, 
por ejemplo, no sería solo beneficiosas en la 
medida que ellas apuntan a que podamos vivir 
mejor hoy. Lo serían, además - esta es la idea 
del pacto intergeneracional-, para las futuras 
generaciones que recibirán un planeta en 
condiciones de ser habitado y vivido (esto se 
vuelve dramáticamente cada vez más difícil). 

Este enfoque -sin duda algo que celebrar- sin 
embargo, suele prescindir -pese a sus buenas 
intenciones- de la opinión y la capacidad de 
autodeterminación de esas generaciones 
futuras que resultarán atadas, en el primer 

acercamiento, o beneficiadas en el segundo. 
Esto podría ser algo obvio por dos razones. 
Una, porque lo propio de las Constituciones 
es atar. Esto es, establecer reglas que buscan 
contornear los procedimientos de gobierno 
para impedir que estos carezcan de forma. 
Dos, ¡Porque las generaciones futuras no 
existen (aún)! 

Esto último, sin embargo, podría ser un 
argumento que se derrota en sus propios 
términos: la generación futura podría esgrimir 
que la generación pasada que otorgó una 
Constitución ha dejado de existir y, por lo 
mismo, que habría razón para desechar las 
regulaciones constitucionales que se les han 
legado (esto ha sido, de hecho, uno de los 
aspectos que la literatura constitucional ha 
discutido).

Me interesa enfatizar otro aspecto de lo 
dicho acá: la invisibilización de la agencia de 
generaciones futuras. Y es que la idea de 
pacto intergeneracional, al menos como se la 
conoce hasta ahora, suele adoptar un cierto 
tono paternalista. Apunta a ofrecer una forma 
de justicia entre generaciones, sin que se 
cuente con la opinión de quienes se verán 
beneficiados. Esto, que generalmente 
acontece con las futuras generaciones, es 
todavía más grave tratándose de niños, niñas 
y adolescentes. Y es más grave porque, 
como vengo diciendo, mientras en el caso de 
las futuras generaciones su falta de voz se 

Constitucionalizar los 
derechos de niños, niñas y 
adolescentes
Por Domingo Lovera 
Profesor de Derecho Universidad Diego Portales

Columna de Opinión
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debe a su inexistencia, en el caso de niños, 
niñas y adolescentes, su invisibilización ocurre 
aún con ellos y ellas entre nosotras. 

Si vamos a tomarnos en serio la idea de pacto 
intergeneracional, no solo debemos idear 
interesantes (al tiempo que desafiantes) arreglos 
institucionales que nos permitan “traer la voz de 
las generaciones futuras al presente”. Debemos 
partir -si se me permite la expresión- por casa: 
relevando la voz de quienes hoy, como niños, 
niñas y adolescentes, están ya entre nosotros y 
que, además –bajo la idea misma de pacto 
intergeneracional- tendrán a su cargo la 
implementación de la decisión constitucional 
que ahora comenzamos a dibujar. 

En efecto, una primera razón para 
constitucionalizar los derechos de niños, niñas y 
adolescentes, dice relación con el 
reconocimiento de ellos y ellas como agentes 
políticos y constitucionales significativos. Para 
ello, es importante identificar deberes estatales, 
incluido el establecimiento de una 
institucionalidad adecuada. En segundo lugar, el 
reconocimiento constitucional de la niñez y la 
adolescencia se hace necesario, no solo por los 
efectos simbólicos que ese reconocimiento trae 
de la mano, sino que además para evitar la 
subordinación a la que niños, niñas y 
adolescentes son empujados frente a los 
derechos e intereses de otros y otras. Los 
eslóganes del tipo “los niños primero”, desde 
luego que son de difícil materialización si ellos y 
ellas están ausentes de la ley fundamental.

Por supuesto - resulta casi un lugar común 
tener que reiterar esto en el debate nacional -, 
nada de lo dicho quiere decir que el 
reconocimiento de los derechos de niños, niñas 
y adolescentes deba verse al margen, y menos 
en contraposición, al reconocimiento de los 
derechos parentales y otras formas de 
constitucionalización de las relaciones de familia. 
De hecho, las estructuras familiares que han 

venido siendo constitucionalizadas de diferentes 
formas, son un actor fundamental a la hora de 
asegurar cariño, cuidado y protección a niños y 
niñas. Pero sí quiere decir que la falta de 
reconocimiento expreso de los derechos del 
niño podría traer perjuicios para la adecuada 
protección de sus derechos y su agencia 
autónoma.

Si estas razones son relevantes al momento de 
pensar la forma de reconocimiento 
constitucional de niños, niñas y adolescentes, 
entonces no podemos quedarnos acá. Es 
preciso, además, comenzar a idear formas (y 
esto estamos contra el tiempo) que permitan 
incentivar su reflexión en torno al proceso 
constituyente: sistematizar sus voces y 
ofrecerles un espacio de participación incidente. 

Como se ha señalado, los niños y las niñas de 
hoy no solo serán la generación que tendrá a su 
cargo la implementación de la decisión 
constitucional que ahora adoptemos. Son, 
además, una generación que ya está entre 
nosotros y que representa casi la cuarta parte 
de nuestra población. Pese a ello, y no obstante 
el rol activo que les ha cabido en incentivar las 
discusiones políticas más trascendentales de los 
últimos 15 años (la relativa a la educación y el 
mismo proceso constituyente), sus voces e 
intereses brillan por su ausencia.

“Una primera razón para 
constitucionalizar los 

derechos de niños, niñas y 
adolescentes, dice relación 
con el reconocimiento de 
ellos y ellas como agentes 
políticos y constitucionales 

significativos”.
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Entrevista a Nicolás Espejo Yaksic:
“El proceso constituyente es crítico para 

avanzar en un verdadero reconocimiento de 
la titularidad de derechos de la niñez”

Por Francisca González

Nicolás Espejo es Investigador del Centro 
de Estudios Constitucionales de la 
Suprema Corte de Justicia de México; 
Profesor Visitante en la Universidad de 
Oxford y la Universidad de Leiden; 
Miembro Correspondiente del Centro de 
Derecho de Familia de la Universidad de 
Cambridge y consultor de Naciones 
Unidas en materia de derechos de la 
niñez y la adolescencia. En esta entrevista 
reflexiona en torno al escenario de la 
niñez y la titularidad de derechos en 
Chile: sus deudas, avances y desafíos. 



¿Qué implica que niños, niñas y 
adolescentes sean titulares de derechos? 
¿Cómo crees que esto se materializa?

Afirmar que las niñas, niños y adolescentes 
son titulares de derechos, equivale a sostener 
que los intereses de estos son razón suficiente 
para la imposición de deberes morales y 
jurídicos a su favor, ya sea para impedir 
interferencias injustificadas respecto de las 
acciones de los primeros, o bien, para garanti-
zarles algo. En otras palabras, la titularidad 
de derechos en la niñez y la adolescencia se 
encuentra asociada al reconocimiento ciertos 
intereses fundamentales, de los que se derivan 
dos tipos de obligaciones generales. De un 
lado, el deber legal del Estado y de terceros 
de no vulnerar los intereses fundamentales de 
la niñez, por ejemplo, su integridad física o 
mental, su igual valor como ser humano 
(igualdad) o su capacidad para expresarse y 
formular una opinión. Y de otro lado, la 
titularidad de derechos genera una obligación 
subsecuente de garantizar dichas obligacio-
nes, por ejemplo, a través de la generación de 
un sistema de protección integral, de políticas 
sanitarias, sociales y de apoyo a las familias, 
que permitan ejercer efectivamente dichos 
derechos. En última instancia, los derechos de 
la niñez constituyen una consecuencia nece-
saria de la justicia social mínima y una mani-
festación concreta de la idea de que las niñas, 
niños y adolescentes pueden vivir una vida 
digna, al igual que cualquier otro ser humano 
adulto.

A tu juicio, ¿Qué derechos deben ser los 
pilares al momento de hablar realmente de 
niños, niñas y adolescentes como sujetos de 
derechos?

Existe un antiguo y profundo debate teórico y 
práctico en torno al carácter prioritario de 
ciertos derechos de la niñez, respecto de 
otros. Por ejemplo, hay que quienes afirman 
que los derechos que garantizan protección 

deben tener prioridad sobre aquellos derechos 
que garantizan autonomía, y viceversa. Creo 
que, en general, un sistema de derechos de la 
niñez y la adolescencia busca otorgar igual 
reconocimiento y protección a tres tipos de 
intereses fundamentales y de los que se 
derivan derechos fundamentales específicos: 
el ejercicio (no la titularidad) de los derechos 
de la niñez, requiere la garantía de ciertas 
condiciones materiales que permiten alimen-
tarse, acceder a educación o atención sanita-
ria, conocer y crecer en la cultura a la que se 
pertenece, así como de la existencia de 
cuidados y apoyos de adultos relevantes en la 
vida de la niña o el niño. Los derechos econó-
micos, sociales y culturales, así como el 
derecho a vivir en familia y ser cuidado por 
adultos responsables, garantizan ello. A su 
vez, el ejercicio de los derechos en la niñez y 
la adolescencia, demanda protección efectiva 
frente a toda forma de violencia, abuso o 
negligencia. En otras palabras, las niñas y los 
niños tienen el derecho a ser libres de toda 
forma de violencia o abandono, sea que tales 

acciones sean cometidas por agentes del 
Estado, los adultos responsables de la niña o 
el niño, o de la comunidad. Finalmente, la 
titularidad de derechos en la niñez y la ado-
lescencia no puede separarse del ejercicio 
autónomo -en función de la edad y madurez- 
de aquellos poderes morales que permiten 
expresar y hacer valer las interpretaciones 
personales sobre aspectos centrales de la 
propia vida. La correcta protección de estos 
intereses por autonomía en la niñez y la 
adolescencia son, desde luego, uno de los 
desafíos más importantes en la práctica del 
derecho a la infancia, pero indispensables 
para cumplir con el mandato del reconoci-
miento integral de los derechos.  

En esta materia, ¿Qué deudas y avances 
crees que tiene el Estado de Chile?

Chile ha avanzado en varios de los aspectos 
mencionados, y lo ha hecho de forma más 
intensa, probablemente, en la generación de 
condiciones y garantías en relación con la 
supervivencia y el desarrollo, por ejemplo, el 
sub-sistema de protección social Chile Crece 
Contigo. A su vez, ha habido avances muy 
importantes en materia de protección legal, 
tales como la imprescriptibilidad de los delitos 
de abuso sexual contra niñas y niños, o las 
normas que regulan la prevención de la 
victimización secundaria. Sin embargo, 
permanecen a lo menos dos deudas estructu-
rales. Primero, el reconocimiento constitucio-
nal de los derechos de la niñez, así como un 
estatuto legal específico e integral que esta-
blezca aquellas garantías (legales, sociales, 
políticas y judiciales) para hacer efectivos tales 
derechos. Segundo, no bastará con que 
tengamos un mejor reconocimiento constitu-
cional y legal de los derechos de la niñez si no 
se cuenta con instrumentos de política pública 
y de desarrollo organizacional, que guíen y 
obliguen al Estado y a las organizaciones a 
diseñar, implementar y evaluar sus políticas y 
programas, en base a un enfoque de derechos 
de la niñez. Me parece que este segundo 
aspecto es, sin lugar a dudas, una de las 

dimensiones más pobres del debate sobre la 
niñez y la adolescencia en Chile. Tanto las 
agencias del Estado como las propias organi-
zaciones que trabajan en infancia dicen 
promover y actuar por los derechos de la 
niñez, pero lamentablemente nadie puede 
acreditar que ello sea verdad. 

¿Qué formula reconoces para que se pueda 
avanzar en un verdadero reconocimiento de 
la niñez y su titularidad de derechos?

Me parece crítico el proceso constituyente. El 
reconocimiento constitucional es relevante 
para fijar los términos básicos sobre aquello 
que Estado, padres y sociedad en su conjunto 
pueden -y no pueden- hacer con la niñez. En 
otras palabras, el momento constitucional es 
la oportunidad clave que enfrentamos para 
una protección, al más alto nivel, de los tres 
intereses fundamentales de la niñez y la 
adolescencia: su desarrollo, su protección y su 
autonomía. Pero ello requiere una estrategia 
de reconocimiento constitucional más fina que 
la que, hasta ahora, he percibido. Aquí tres 
ejemplos: (1) En materia de política social, es 
imperativo asegurar que las niñas y los niños 
se beneficiarán prioritariamente de las políti-
cas universales (no focalizadas) del futuro 
Estado de Bienestar que se pretende consoli-
dar. (2) A su vez, si no precisamos que padres 
y madres son, principalmente, “responsables” 
de sus hijas e hijas y no, en cambio, “titulares 
de derechos” sobre ellas y ellos, seguiremos 
atados a una errada y peligrosa forma de 
entender la parentalidad y los derechos 
individuales en contextos familiares. (3) 
Finalmente, si desaprovechamos el espacio 
para reconocer en la Constitución nuevas y 
mejores formas de participación de las niñas, 
los niños y los adolescentes en los procesos 
políticos, culturales y sociales del Chile que 
viene, entonces habremos desperdiciado una 
oportunidad única para apostar en el desarro-
llo cívico del país. No basta, en consecuencia, 
con insistir en los derechos, si no se precisa, 
de mejor forma, qué es lo que ellos implican 
para la niñez y la adolescencia. 
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“La titularidad de 
derechos genera una 

obligación subsecuente 
de garantizar dichas 

obligaciones, por 
ejemplo, a través de la 

generación de un sistema 
de protección integral, 
de políticas sanitarias, 

sociales y de apoyo a las 
familias, que permitan 
ejercer efectivamente 

dichos derechos”.



¿Qué implica que niños, niñas y 
adolescentes sean titulares de derechos? 
¿Cómo crees que esto se materializa?

Afirmar que las niñas, niños y adolescentes 
son titulares de derechos, equivale a sostener 
que los intereses de estos son razón suficiente 
para la imposición de deberes morales y 
jurídicos a su favor, ya sea para impedir 
interferencias injustificadas respecto de las 
acciones de los primeros, o bien, para garanti-
zarles algo. En otras palabras, la titularidad 
de derechos en la niñez y la adolescencia se 
encuentra asociada al reconocimiento ciertos 
intereses fundamentales, de los que se derivan 
dos tipos de obligaciones generales. De un 
lado, el deber legal del Estado y de terceros 
de no vulnerar los intereses fundamentales de 
la niñez, por ejemplo, su integridad física o 
mental, su igual valor como ser humano 
(igualdad) o su capacidad para expresarse y 
formular una opinión. Y de otro lado, la 
titularidad de derechos genera una obligación 
subsecuente de garantizar dichas obligacio-
nes, por ejemplo, a través de la generación de 
un sistema de protección integral, de políticas 
sanitarias, sociales y de apoyo a las familias, 
que permitan ejercer efectivamente dichos 
derechos. En última instancia, los derechos de 
la niñez constituyen una consecuencia nece-
saria de la justicia social mínima y una mani-
festación concreta de la idea de que las niñas, 
niños y adolescentes pueden vivir una vida 
digna, al igual que cualquier otro ser humano 
adulto.

A tu juicio, ¿Qué derechos deben ser los 
pilares al momento de hablar realmente de 
niños, niñas y adolescentes como sujetos de 
derechos?

Existe un antiguo y profundo debate teórico y 
práctico en torno al carácter prioritario de 
ciertos derechos de la niñez, respecto de 
otros. Por ejemplo, hay que quienes afirman 
que los derechos que garantizan protección 

deben tener prioridad sobre aquellos derechos 
que garantizan autonomía, y viceversa. Creo 
que, en general, un sistema de derechos de la 
niñez y la adolescencia busca otorgar igual 
reconocimiento y protección a tres tipos de 
intereses fundamentales y de los que se 
derivan derechos fundamentales específicos: 
el ejercicio (no la titularidad) de los derechos 
de la niñez, requiere la garantía de ciertas 
condiciones materiales que permiten alimen-
tarse, acceder a educación o atención sanita-
ria, conocer y crecer en la cultura a la que se 
pertenece, así como de la existencia de 
cuidados y apoyos de adultos relevantes en la 
vida de la niña o el niño. Los derechos econó-
micos, sociales y culturales, así como el 
derecho a vivir en familia y ser cuidado por 
adultos responsables, garantizan ello. A su 
vez, el ejercicio de los derechos en la niñez y 
la adolescencia, demanda protección efectiva 
frente a toda forma de violencia, abuso o 
negligencia. En otras palabras, las niñas y los 
niños tienen el derecho a ser libres de toda 
forma de violencia o abandono, sea que tales 

acciones sean cometidas por agentes del 
Estado, los adultos responsables de la niña o 
el niño, o de la comunidad. Finalmente, la 
titularidad de derechos en la niñez y la ado-
lescencia no puede separarse del ejercicio 
autónomo -en función de la edad y madurez- 
de aquellos poderes morales que permiten 
expresar y hacer valer las interpretaciones 
personales sobre aspectos centrales de la 
propia vida. La correcta protección de estos 
intereses por autonomía en la niñez y la 
adolescencia son, desde luego, uno de los 
desafíos más importantes en la práctica del 
derecho a la infancia, pero indispensables 
para cumplir con el mandato del reconoci-
miento integral de los derechos.  

En esta materia, ¿Qué deudas y avances 
crees que tiene el Estado de Chile?

Chile ha avanzado en varios de los aspectos 
mencionados, y lo ha hecho de forma más 
intensa, probablemente, en la generación de 
condiciones y garantías en relación con la 
supervivencia y el desarrollo, por ejemplo, el 
sub-sistema de protección social Chile Crece 
Contigo. A su vez, ha habido avances muy 
importantes en materia de protección legal, 
tales como la imprescriptibilidad de los delitos 
de abuso sexual contra niñas y niños, o las 
normas que regulan la prevención de la 
victimización secundaria. Sin embargo, 
permanecen a lo menos dos deudas estructu-
rales. Primero, el reconocimiento constitucio-
nal de los derechos de la niñez, así como un 
estatuto legal específico e integral que esta-
blezca aquellas garantías (legales, sociales, 
políticas y judiciales) para hacer efectivos tales 
derechos. Segundo, no bastará con que 
tengamos un mejor reconocimiento constitu-
cional y legal de los derechos de la niñez si no 
se cuenta con instrumentos de política pública 
y de desarrollo organizacional, que guíen y 
obliguen al Estado y a las organizaciones a 
diseñar, implementar y evaluar sus políticas y 
programas, en base a un enfoque de derechos 
de la niñez. Me parece que este segundo 
aspecto es, sin lugar a dudas, una de las 

dimensiones más pobres del debate sobre la 
niñez y la adolescencia en Chile. Tanto las 
agencias del Estado como las propias organi-
zaciones que trabajan en infancia dicen 
promover y actuar por los derechos de la 
niñez, pero lamentablemente nadie puede 
acreditar que ello sea verdad. 

¿Qué formula reconoces para que se pueda 
avanzar en un verdadero reconocimiento de 
la niñez y su titularidad de derechos?

Me parece crítico el proceso constituyente. El 
reconocimiento constitucional es relevante 
para fijar los términos básicos sobre aquello 
que Estado, padres y sociedad en su conjunto 
pueden -y no pueden- hacer con la niñez. En 
otras palabras, el momento constitucional es 
la oportunidad clave que enfrentamos para 
una protección, al más alto nivel, de los tres 
intereses fundamentales de la niñez y la 
adolescencia: su desarrollo, su protección y su 
autonomía. Pero ello requiere una estrategia 
de reconocimiento constitucional más fina que 
la que, hasta ahora, he percibido. Aquí tres 
ejemplos: (1) En materia de política social, es 
imperativo asegurar que las niñas y los niños 
se beneficiarán prioritariamente de las políti-
cas universales (no focalizadas) del futuro 
Estado de Bienestar que se pretende consoli-
dar. (2) A su vez, si no precisamos que padres 
y madres son, principalmente, “responsables” 
de sus hijas e hijas y no, en cambio, “titulares 
de derechos” sobre ellas y ellos, seguiremos 
atados a una errada y peligrosa forma de 
entender la parentalidad y los derechos 
individuales en contextos familiares. (3) 
Finalmente, si desaprovechamos el espacio 
para reconocer en la Constitución nuevas y 
mejores formas de participación de las niñas, 
los niños y los adolescentes en los procesos 
políticos, culturales y sociales del Chile que 
viene, entonces habremos desperdiciado una 
oportunidad única para apostar en el desarro-
llo cívico del país. No basta, en consecuencia, 
con insistir en los derechos, si no se precisa, 
de mejor forma, qué es lo que ellos implican 
para la niñez y la adolescencia. 
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La Convención Sobre Derechos del Niño (y 
la Niña) (CDN), aprobada por la Asamblea 
General de Naciones Unidas y ratificada por 
Chile hace ya más de 30 año, generó un 
cambio profundo en la relación del niño y la 
niña con el Estado y la familia. Esos cambios, 
como ocurre con todas las normas 
internacionales de derechos humanos, 
tardan décadas en plasmarse en las políticas 
públicas y en la cultura de las sociedades.

La transformación del niño y la niña de 
objeto de protección en sujeto de derecho, 
implica el reconocimiento y la aceptación de 
que ellos y ellas son titulares de los derechos 
establecidos en la CDN y en virtud de la 
integralidad e interdependencia de los 
derechos humanos, así como de su 
interseccionalidad, son titulares de todos los 
derechos contenidos en las distintas normas 
aprobadas y ratificadas por Chile, que son 
parte del derecho internacional de los 
derechos humanos.

La titularidad (que para la RAE es la 
propiedad de algo reconocido legalmente) 
de derechos es la condición jurídica a través 
de la cual el niño y la niña, son 
propietarios(as) de cuestiones tales como su 
libertad, dignidad, igualdad, opinión, 
educación, entre otros derechos 

reconocidos. La aceptación de esta 
propiedad y de la autonomía progresiva en 
su ejercicio y goce es lo que genera fuertes 
disputas en el campo político, social y 
cultural; y creo que hay algunos elementos 
que ponen aún más freno a este 
reconocimiento.

En primer lugar, el patriarcado. La 
concepción del padre patrón, en que el 
varón del grupo o de la familia, está a cargo 
de la defensa, protección y cuidado de 
todos quienes están bajo su dominio de 
propiedad y privacidad: mujeres, esclavos, 
siervos, hijos e hijas. En cuanto tal, ejerce 
esta protección a los hijos e hija en virtud de 
la autoridad y del poder que sustenta. 

Asimismo, como señalara Alessandro 
Baratta durante la década de los ’90, el 
Estado y el derecho moderno se funda en 
un pacto para excluir, un pacto entre 
hombres, blancos, adultos y propietarios 
que permite la exclusión de la ciudadanía a 
todos los que son diferentes. Esta exclusión 
de la ciudadanía significa que no les 
pertenece de manera plena e igualitaria el 
estatus de ciudadano o ciudadana que les 
permite a las personas ser completamente 
miembro de una sociedad, en virtud de lo 
cual se moverán en los márgenes, siendo 

Una traba estructural en el 
reconocimiento de niños y 
niñas como sujetos de 
derechos
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“El reconocimiento de los niños, niñas y 
adolescentes como titulares de derechos, 
requiere abandonar y sepultar la idea que 
la protección que otorga el jefe de familia, 
lo hace en virtud de su poder, autoridad y 

derecho sobre los hijos e hijas”.

beneficiarios residuales y no sujetos que 
acceden plenamente y en virtud de sus 
derechos a los bienes y servicios que ha 
alcanzado la sociedad en que viven, 
educación, salud, información, entre 
muchos otros.

El reconocimiento de los niños, niñas y 
adolescentes como titulares de derechos, 
requiere abandonar y sepultar la idea que la 
protección que otorga el jefe de familia, lo 
hace en virtud de su poder, autoridad y 
derecho sobre los hijos e hijas. Ello implica 
avanzar en una concepción distinta de 
familia; un grupo consanguíneo o no, unido 
por los afectos y en la que los individuos que 
pertenecen a ella se cuidan y protegen en 
virtud de las relaciones colaborativas, 
respetuosas y afectivas; en las que el poder 
se ejerce en beneficio de la totalidad de sus 
miembros, entendiendo, escuchando y 
considerando las necesidades, gustos, 
sueños y opiniones de todos(as) y cada 
uno(a) de sus miembros.

La Convención Sobre Derechos del Niño (y 
la Niña), tardó 10 años en ser aprobada por 
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la Asamblea General de Naciones Unidas y, a 
más de 30 años de su aprobación y 
ratificación por parte de Chile, todavía no 
contamos con una ley que permita, en el 
derecho interno, su plena implementación. 
Los topes están precisamente en la titularidad 
de derechos y en la autonomía progresiva. 

Para la concepción patriarcal del Padre -patrón 
como jefe de familia y propietario de sus 
miembros, una vez liberados los esclavos y las 
mujeres de su autoridad- propiedad, sólo 
quedan los hijos y las hijas para mantener ese 
estatus inalcanzable para cualquier otro u otra 
miembro del grupo. 

Sin lugar a dudas la Convención Sobre 
Derechos del Niño (y la Niña) cayó en el 
centro del poder del patriarcado, instalando 
los principios fundamentales de los derechos 
humanos en las pequeñas parcelas protegidas, 
donde con más fuerza se anida la ideología.
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Como Defensoría de la Niñez -en marzo 
pasado- remitimos un oficio al Consejo 
Nacional de Televisión para denunciar la forma 
en que se había cubierto, por algunos medios 
de comunicación, el caso de la desaparición y 
posterior hallazgo de T.E.B.G., de 3 años de 
edad, en la comuna de Arauco, la que, en 
reiteradas ocasiones, atentó contra la dignidad 
y derecho a la intimidad de la víctima y su 
familia.

El arduo seguimiento mediático a este hecho, 
que se entiende en razón de la gravedad de lo 
ocurrido y por la relevancia social que siempre 
debe tener la protección de niños, niñas y 
adolescentes, cruzó muchas veces los límites, 
exponiéndose de manera permanente la 
identidad e imagen del niño, sin ningún 
resguardo a su dignidad, honra e intimidad.  
Supuso, además, la “filtración” del informe 
odontológico forense, que fue aportado como 
nueva prueba al alegato ante la I. Corte de 
Apelaciones de Concepción y que, incluso 
antes de ser presentado en la instancia judicial 
correspondiente, fue abordado por diversos 
medios de prensa, que no se restringieron a 
exponerlo como noticia. Fueron más allá y 
exhibieron, de manera innecesaria, 
cuestionable, indebida y morbosa distintas 
partes del informe, excediendo los límites de la 

ética periodística y afectando la debida 
protección de los derechos de niños, niñas 
y adolescentes. 

En cuanto a la función periodística, como 
Defensoría de la Niñez advertimos en el 
mismo momento que, aunque se tratara de 
asuntos de interés público, estos deben 
tratarse con profunda responsabilidad y no 
pueden involucrar nunca la afectación de 
derechos de un niño, niña o adolescente, 
los que deben ser tratados siempre como 
sujetos de derecho y no como meros 
objetos informativos.

La exposición a la opinión pública que 
hicieran los medios de prensa, atentó 
directamente en contra de los derechos de 
T.E.B.G., afectando su interés superior, 
pues no ha respetado el derecho del niño a 
no ser objeto de injerencias arbitrarias o 
ilegales en su vida privada, su familia y en 
resguardar, considerando su dramático e 
irreparable fallecimiento, su dignidad y 
honra. Ello porque, según la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos, “el 
respeto de interés superior de los niños 
también es exigible a toda decisión social”.

Por otro lado, el derecho a la imagen se 
traduce y se vincula en la protección 

Los límites de la noticia 
frente a la afectación de 
derechos del niño
Por Andrea Bórquez 
Asesora Comunicacional Defensoría de la Niñez
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expresa del derecho a la vida privada de 
una persona, de su familia, domicilio y/o a 
su honra y reputación, consagrados en 
instrumentos internacionales y en la 
normativa nacional en la propia 
Constitución, que consagra el derecho a la 
propia imagen como un derecho esencial 
de la persona. 

En el ámbito específico de los derechos de 
niños, niñas y adolescentes, son los artículos 
16 y 17 de la Convención sobre los 
Derechos del Niño, los que establecen 
derechos y obligaciones en esta materia y 
aquí se advierte que: “Ningún niño será 
objeto de injerencias arbitrarias o ilegales en 
su vida privada, familia, domicilio o 
correspondencia, ni de ataques ilegales a su 
honra o a su reputación”.

“Se hace imprescindible entonces que, en la 
reflexión posterior a estos hechos, se incluya el 
conocimiento sobre los derechos de los niños, 

niñas y adolescentes en la formación y actuación 
periodística, y así prevenir que, en situaciones 

como ésta -que esperamos no se sigan repitiendo 
en nuestro país- los límites entre la noticia y la 

vulneración de derechos de las personas se vean 
confundidos y traspasados”.

Se hace imprescindible entonces que, en la 
reflexión posterior a estos hechos, se 
incluya el conocimiento sobre los derechos 
de los niños, niñas y adolescentes en la 
formación y actuación periodística, y así 
prevenir que, en situaciones como ésta 
-que esperamos no se sigan repitiendo en
nuestro país- los límites entre la noticia y la
vulneración de derechos de las personas se
vean confundidos y traspasados, y así evitar
que el interés informativo de los medios de
comunicación y de la sociedad en general,
pueda poner en riesgo los derechos
fundamentales de todo ser humano.

Volver Índice
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Participantes de la Agrupación Infantil y 
Juvenil de Corporación Opción: 

Inquietudes y críticas hacia los derechos que 
hoy no están siendo protegidos

En el siguiente artículo diferentes adolescentes entre 14 y 17 años, 
compartieron sus sensaciones, inquietudes y críticas en torno a los derechos 
que, creen, hoy no están siendo protegidos como se debiera, relevando la 
importancia del rol estatal en esta tarea y la diferenciación entre derechos y 
privilegios.  

A una familia 
que me ame, 

proteja y 
aliente

A 
desarrollarme 
a través de la 

cultura

A que mi 
opinión sea 
considerada

A tener una 
nacionalidad

A participar de 
asuntos que me 

afectenA acceder a 
educación 

igualitaria



¿CÓMO DEFINIMOS “LOS 
DERECHOS”?

Rubén: 
“Los derechos no son tangibles, pero se nos 
otorgan desde que nacemos. A medida que 

uno va creciendo se va haciendo consciente de 
los derechos que tenemos y cuáles, muchas 

veces, no son respetados”.

Martina: 
“Desde chicos nos han dicho que tenemos 

ciertos derechos, pero nunca nos explicaron 
qué significa el concepto de derecho”.

¿NOS SENTIMOS TITULARES DE 
DERECHOS?

Valentina: 
“Sé que tengo derechos, pero la desigualdad 
impide que estos se ejerzan de manera justa. 
Probablemente una persona que tenga más 
dinero, le va a ser más fácil hacer valer sus 

derechos que otros”.

Laura: 
“Me siento titular de derecho, porque me he 

involucrado profundamente en ello. Pero 
entiendo que hay otros niños y niñas que no 

saben de esto, porque la educación no incluye 
una formación en este ámbito”. 

Tomás: 
“Es importante que el acceso a los derechos, 
no esté sujeto a la plata que pueda tener una 
persona. Sino pasa lo que ocurre en educación 
o salud, que no todos tenemos acceso a ella

en el mismo nivel”. 

LA IMPORTANCIA DE SER 
TOMADOS EN CUENTA:

Francisca: 
“Tenemos derecho a la participación, por 

ejemplo, pero siempre le toman más valor a la 

Participantes de la Agrupación Infantil y Juvenil de Corporación Opción
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palabra de los adultos. Hay situaciones en las 
que sí nos sentimos escuchados, como en la 
Corporación, pero hay muchos niños y niñas 

que no tienen esos espacios”.

Martina: 
“Es necesario que tengamos más espacios de 

participación y que los tomadores de 
decisiones escuchen nuestras inquietudes y 
nos pregunten, sobre todo, sobre los temas 

que nos conciernen”. 

Laura: 
“Sería muy bueno que los adultos y la sociedad 

civil hable “nuestro lenguaje” para hacernos 
más parte. ¿Cómo? Interactuando con 

nosotros a través de aplicaciones de moda, 
por ejemplo, o mediante la televisión, 

mostrando contenidos y educándonos”.

DESARROLLARNOS A TRAVÉS DE 
LA EDUCACIÓN Y LA CULTURA: 

Valentina: 
“Me gustaría que la cultura dejara de ser vista 

como un hobbie. Yo no creo que solo en la 
ciencia esté el progreso”.

LA IMPORTANCIA DE LA FAMILIA

Valentina: 
“Es ilógico que el sistema permita que muchos 
niños sean vulnerados, cuando el rol de estado 

debiera ser protegerlos”.

Laura: 
“Este derecho no solo debiera enfocarse en el 

hecho de tener a una familia. Debería 
enfocarse en el derecho a tener una familia 

que me ame, me proteja y me aliente”. 

Volver Índice
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